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OPINIÓN

Durante años, miles de familias chilenas esperaron 
afuera de las escuelas como quien acampa en un 
teatro donde se sortean futuros. Dormían con frazadas, 
con miedo, con esperanza. Porque ingresar a un buen 
colegio era —y aún es— una especie de pasaporte: 
no solo hacia la educación, sino hacia una vida más 
digna. Así nació la famosa “tómbola”. Un componente 
del Sistema de Admisión Escolar (SAE) que, en los 
casos de alta demanda, asignaba los cupos mediante 
un algoritmo aleatorio. La imagen caló hondo: niños 
convertidos en cifras, destinos decididos por azar. 
El descontento creció, y con él, una narrativa que 
redujo un complejo sistema de justicia educativa a 
una metáfora de injusticia emocional.

Hace algunos días, el Ministerio de Educación 
anunció el fin de la aleatoriedad en el SAE. A partir 
del proceso 2026, se aplicará un nuevo algoritmo 
determinista, que considera el domicilio, la existencia 
de hermanos matriculados y el vínculo laboral de los 
padres con el establecimiento. Una medida transitoria, 
pero significativa. Responde a una demanda social 
legítima: mayor certeza. El azar, aunque equitativo 
en teoría, resultaba frustrante en la práctica. Sin 
embargo, este cambio abre una discusión más pro-
funda: el problema no era solo la tómbola. El conflicto 
es estructural. Hay colegios por los que vale la pena 
acampar… y otros a los que nadie quiere ir.

Hoy se discute incorporar criterios de mérito acadé-
mico para resolver empates. Y aquí emergen nuevas 
tensiones. ¿Es justo premiar al más aventajado sin 
considerar cuán desigual fue la pista de partida?

La OCDE ha advertido que los sistemas que se-
leccionan por rendimiento desde edades tempranas 
tienden a segregar socialmente. La Agencia de la 
Calidad de la Educación muestra cómo los resultados 
del SIMCE están ligados al nivel socioeconómico. Y 
la UNESCO insiste: una educación justa no consiste 
en ofrecer lo mismo a todos, sino en garantizar más 
y mejores oportunidades a quienes más lo necesitan.

La meritocracia, si no se problematiza, puede con-
vertirse en un sofisticado mecanismo de exclusión. 
Un alto rendimiento muchas veces refleja contexto, 
apoyo familiar y acceso a recursos. ¿Y qué pasa con 
quienes poseen otros talentos —artísticos, sociales, 
éticos— que no caben en una prueba estandarizada?

El nuevo algoritmo mejora técnicamente el proceso, 
sí. Pero no resuelve lo de fondo: la desigual valori-
zación de las escuelas públicas y la competencia 
por cupos. Lo urgente es construir un sistema en 
que cada escuela pública sea una primera opción 
legítima. Donde calidad y equidad no dependan del 
barrio, del apellido ni del algoritmo.

¿Es justo nuestro sistema 
de admisión escolar?

Los datos entregados por la Superintendencia de 
Educación no son solo cifras: son un reflejo alar-
mante de una crisis silenciosa que sigue creciendo 
en nuestras aulas. Entre enero y junio de este 
año, 418 denuncias por violencia, discriminación 
y problemas de convivencia se han registrado en 
los establecimientos educacionales de la Región 
de Coquimbo, con La Serena, Coquimbo y Ovalle 
encabezando la lista.

La mayoría de estos casos —el 81%— están 
directamente vinculados con la convivencia esco-
lar, incluyendo maltrato entre estudiantes, actos 
discriminatorios y aplicación irregular de medidas 
disciplinarias. El dato no sorprende si se observa la 
tendencia nacional: 8.678 denuncias en el mismo 
periodo, con un preocupante aumento del 20,7% 
respecto a 2024. Las aulas están gritando, y 
debemos escucharlas.

Lo que estamos presenciando es la manifestación 
de heridas emocionales postpandemia que no 
fueron adecuadamente atendidas. La escuela no 
solo debe educar en matemáticas o historia, tam-
bién debe ser un espacio seguro y contenedor. Sin 

embargo, cuando se carece de herramientas para 
prevenir o gestionar los conflictos, lo que florece es 
la agresión, la exclusión y el sufrimiento silencioso.

Desde la Superintendencia se han impulsado 
acciones concretas, como capacitaciones a soste-
nedores y alianzas con organismos como UNICEF  
o INJUV. Son esfuerzos valiosos, pero claramente 
insuficientes si no se abordan con la profundidad 
que requiere el problema. No basta con reaccionar 
a los hechos: es hora de que la convivencia escolar 
sea una prioridad de Estado.

Las escuelas necesitan apoyo permanente, recur-
sos humanos especializados, formación continua 
para sus equipos docentes y un compromiso real 
por parte de las familias. Es un error delegar toda 
la responsabilidad al sistema escolar cuando la 
violencia también se gesta —y normaliza— en 
otros espacios.

Prevenir la violencia escolar no es solo una tarea 
educativa, es una urgencia social. Lo que está en 
juego no es solo la tranquilidad en las aulas, sino 
la salud mental, la dignidad y el futuro de nuestros 
niños, niñas y adolescentes.

Violencia escolar: el síntoma de una herida abierta
Prevenir la violencia escolar no es solo una tarea educativa, es una urgencia 

social. Lo que está en juego no es solo la tranquilidad en las aulas, sino la salud 
mental, la dignidad y el futuro de nuestros niños, niñas y adolescentes.

EDITORIAL

Las lluvias de los dos últimos in-
viernos en Chile generaron una falsa 
sensación de seguridad respecto 
a la crisis hídrica que se vive en el 
país, pero informes internacionales 
advierten que la amenaza está lejos 
de desaparecer. Según la reciente 
publicación Puntos calientes de la 
sequía en el mundo 2023-2025 
de Naciones Unidas, la sequía sigue 
agravando la pobreza, el hambre y los 

problemas energéticos y ambientales, 
impactando tanto a África, Asía como 
a Europa y América Latina. 

En Chile, los reportes de julio de 
2025 de la Dirección Meteorológica 
y la Dirección General de Aguas 
muestran nuevamente déficit de 
precipitaciones en gran parte del país. 
Este escenario se relaciona con la 
tendencia global de eventos de sequía 
más frecuentes y severos, intensifi-
cados por el cambio climático, según 
la ONU. Aunque episodios de lluvias 
pueden dar tranquilidad temporal, la 
realidad es que la sequía sigue siendo 
una amenaza estructural. El informe 
Panorama Global de la Sequía 2025 
de la OCDE advierte que hoy el costo 
económico de una sequía promedio 
es hasta seis veces mayor que en el 
año 2000, y estima que los gastos 
podrían aumentar al menos un 35% 
para 2035. El mismo documento 
destaca que dos tercios del territorio 
chileno enfrentan alta frecuencia de 
sequías, lo cual incrementa también 
el riesgo de incendios, como el de 
2017 en la zona central.

Un estudio de 2024 del Capes UC 

calculó que la megasequía en la zona 
central de Chile entre 2010 y 2020 
generó pérdidas sobre los US$ 1.200 
millones, considerando tanto los 
sectores productivos como la provi-
sión de agua potable. Las empresas 
sanitarias han invertido más de US$ 
2.000 millones en la última década 
para asegurar el abastecimiento ur-
bano, incorporando nuevas fuentes, 
plantas desalinizadoras, sistemas de 
emergencia y mejoras en la red. Sin 
estas inversiones, muchas ciudades 
habrían enfrentado cortes críticos en 
el suministro.

El costo de la sequía, sin embargo, no 
es solo económico. Naciones Unidas 
advierte que las sequías afectan a más 
personas que cualquier otro desastre 
natural, con impactos sociales y am-
bientales severos. La sequía avanza 
de manera silenciosa y cuando sus 
efectos son visibles ya es tarde para 
una reacción fácil. La resiliencia, según 
la ONU, debe basarse en políticas 
activas de gestión del agua, incen-
tivos para el uso eficiente, inversión 
en infraestructura y educación para 
el cuidado del recurso.

Sequía y el 
costo de bajar 
la guardia
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